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Respetada Señora:

Se basa la consulta objeto de estudio en determinar aspectos relacionados con la existencia de beneficios en el pago de servicios públicos domiciliarios, para usuarios propietarios de viviendas de interés social.
Antes de brindar una respuesta puntual a su consulta, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 25
 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.

Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.

Ahora bien, en relación con su consulta, es importante señalar que a la fecha, no existe ninguna norma legal o reglamentaria que establezca algún beneficio especial en materia del pago de los servicios públicos domiciliarios, en favor de los usuarios que habitan en viviendas de interés social.

No obstante, pasaremos ahora a presentar algunas consideraciones generales en relación con el régimen de subsidios y contribuciones, asumiendo que siendo la vivienda que usted habita de interés social, la misma podría ser beneficiaria de subsidios, siempre que la misma pertenezca a los estratos 1, 2 o 3.

Tanto la Constitución Política de 1991, como la Ley 142 de 1994, que es el estatuto que regula integralmente la actividad de los servicios públicos domiciliarios, establecen como aspectos fundamentales de la intervención estatal en los servicios públicos domiciliarios, el régimen tarifario y de subsidios. Con relación a estos dos elementos el artículo 2 de la Ley 142 de 1994 señala que son finalidades de la intervención del Estado en la economía, entre otras, las siguientes:

(…) “2.8. Mecanismos que garanticen a los usuarios el acceso a los servicios... y, 
2.9. Establecer un régimen tarifario proporcional para los sectores de menores ingresos de acuerdo con los preceptos de equidad y solidaridad”.
Respecto de los instrumentos de intervención el artículo 3 ibídem dispone lo siguiente:

“Constituyen instrumentos de la intervención estatal en los servicios públicos todas las atribuciones y funciones asignadas a las entidades, autoridades y organismos de que trata esta Ley, especialmente las relativas a las siguientes materias:
(...) 3.3. Regulación de la prestación de los servicios públicos teniendo en cuenta las características de cada región, fijación de metas de eficiencia, cobertura y calidad, evaluación de las mismas, y definición del régimen tarifario”
(…) 3.7. Otorgamiento de subsidios a las personas de menores ingresos”
Con esa perspectiva, la Ley 142 de 1994 al definir el régimen tarifario el artículo 86 previó lo siguiente:

"El régimen tarifario en los servicios públicos a los que esta Ley se refiere, está compuesto por reglas relativas a:
(...) 86.2. El sistema de subsidios, que se otorguen para que las personas de menores ingresos puedan pagar las tarifas de los servicios públicos domiciliarios que cubran sus necesidades básicas.
86.3. Las reglas relativas a las prácticas tarifarias restrictivas de la libre competencia, y que implican abuso de la posición dominante”
En consonancia con las citadas disposiciones, los artículos 34 y 99 ibídem con el fin de articular todo el sistema de costos del régimen tarifario y evitar prácticas abusivas, y en procura de asegurar la aplicación de los principios de solidaridad y redistribución de ingresos en la adopción de las fórmulas y prácticas del régimen de tarifas de los servicios públicos domiciliarios, estableció las siguientes prohibiciones:

“34.2. La prestación gratuita o a precios o tarifas inferiores al costo, de servicios adicionales a los que contempla la tarifa”
99.9. Los subsidios que otorgue la nación y los departamentos se asignarán, preferiblemente, a los usuarios que residan en aquellos municipios que tengan menor capacidad para otorgar subsidios con sus propios ingresos. En consecuencia, y con el fin de cumplir a cabalidad con los principios de solidaridad y redistribución de ingresos no existirá exoneración en el pago de los servicios de que trata esta ley para ninguna persona natural o jurídica”
En ese contexto, de acuerdo con las normas citadas, no es posible la exoneración en el pago de servicios públicos para ningún usuario, no obstante lo cual, los usuarios residenciales de menores ingresos, tienen derecho a recibir subsidios en los términos establecidos en la Ley y en la regulación, de manera tal que se garanticen los objetivos del Estado en materia de prestación de servicios públicos domiciliarios.

Ahora bien, en relación con la aplicación de subsidios, debe tenerse en cuenta que de conformidad con el capítulo 5º del Título XII de la Constitución Política (arts. 365 a 370), corresponde a la Ley definir las competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación y el régimen tarifario el cual tendrá en cuenta, entre otros criterios, el de solidaridad y redistribución de ingresos.

Además de ello, se prescribe que la Nación, los departamentos, los distritos, los municipios y las entidades descentralizadas podrán conceder subsidios en sus respectivos presupuestos con el fin de que las personas de menores ingresos puedan pagar las tarifas de los servicios públicos que cubran sus necesidades básicas.

En efecto, el numeral 89.8 del artículo 89 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 7 de la Ley 632 de 2000 señala que “(…) en el evento de que los fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos no sean suficientes para cubrir la totalidad de los subsidios necesarios, la diferencia será cubierta con otros recursos de los presupuestos de las entidades del orden municipal, distrital, departamental o nacional”.

En línea con lo anterior, de acuerdo con el artículo 99 de la Ley 142 de 1994, las entidades señaladas en el artículo 368 de la Constitución Política podrán conceder subsidios en sus respectivos presupuestos de acuerdo con las reglas señaladas en el mismo artículo y en particular en concordancia con lo establecido en el numeral 99.5 que establece que los subsidios no excederán, en ningún caso, el valor de los consumos básicos o de subsistencia.

El objeto de los subsidios en general es la facturación correspondiente al valor del consumo básico de los beneficiarios de los subsidios y los costos económicos para garantizar la disponibilidad permanente del servicio. Igualmente, son objeto de subsidios los cargos por aportes de conexión domiciliaria, incluyendo la acometida y el medidor de los estratos 1, 2 y 3, conforme lo dispone el artículo 97 de la Ley 142 de 1994, actividades respecto de las cuales existe prioridad en su atención y para las cuales fueron creados los subsidios.

De lo anterior, que los alcaldes y los concejales deben tomar las medidas que a cada uno correspondan para crear en el presupuesto municipal y ejecutar las apropiaciones para subsidiar los consumos básicos de los usuarios de menores recursos y extender la cobertura y mejorar la calidad de los servicios, dando la prioridad a esas apropiaciones, dentro de las posibilidades del municipio, sobre otros gastos que no sean indispensables para el funcionamiento de éste. Es de resaltar que la infracción de este deber legal por parte de dichas entidades dará lugar a sanción disciplinaria.

De conformidad con las normas anteriormente citadas, el actual régimen de servicios públicos prevé sólo dos formas de subsidiar, así:

Mediante aportes o contribuciones de solidaridad, que corresponden al tributo que pagan los contribuyentes de los estratos 5 y 6 y del sector industrial y comercial, el cual no podrá ser superior al 20% del valor del servicio, con destino a subsidiar los consumos básicos o de subsistencia de los usuarios de inmuebles residenciales y de zonas rurales de los estratos 1, 2, y 3 cuando las comisiones de regulación definan las condiciones para otorgarlo.

Los subsidios que concedan las entidades territoriales en sus respectivos presupuestos, cuyas fuentes pueden ser, ingresos corrientes y de capital, participaciones en ingresos corrientes de la Nación, etc. 

De lo anterior, que el esquema tarifario de subsidios se fundamenta sobre el principio de solidaridad (arts. 1, 95, numeral 9º y 367 de la C.P.) y no en la asignación obligatoria de aportes directos del Estado, Nación o entidades territoriales. Dichas entidades sólo tendrán la obligación de hacerlo en el supuesto del artículo 89.8 de la ley 142 de 1994 modificado por el artículo 7 de la ley 632 de 2000, esto es, en el evento de que los recursos de los fondos de solidaridad y redistribución de ingresos no sean suficientes.

En tal virtud, tal como se señaló anteriormente, los subsidios sólo pueden alimentarse de dos fuentes: (i) las contribuciones de solidaridad y (ii) los recursos aportados a dicho título por los entes territoriales y/o la Nación, razón por la cual cualquier subsidio por fuera de los señalados podría constituir una exoneración en el pago de los servicios públicos domiciliarios, figura que está proscrita de nuestro ordenamiento jurídico.

Debe tenerse en cuenta que las facturas de servicios públicos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 148 de la Ley 142 de 1994, deben contener información clara y suficiente sobre la forma como se liquida el subsidio en relación con el valor de lo consumido.

En caso que la factura no indique el valor del subsidio liquidado, el respectivo prestador podría estar incurriendo en una violación de las normas a las que se encuentra sujeto, caso en el cual usted podrá presentar la reclamación ante la empresa frente a la facturación e interponer los recursos de reposición y apelación contra los actos de facturación en los términos del artículo 154 de la Ley 142 de 1994.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente,

MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

Copia:. atencioncliente@minhacienda.gov.co
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